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1.5.1. Introducción
En la gestión desarrollada por el Área Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social durante el año 2021, el 

aspecto más destacable también ha sido la atención de la multiplicidad de asuntos que nos ha trasladado 
la ciudadanía como consecuencia de los efectos ocasionados por la pandemia sanitaria en los distintos 
ámbitos relacionadas con estas materias.

La dimensión sin precedente de esta crisis y sus efectos -en el ámbito sanitario, humanitario y 
socioeconómico- obliga a la interacción de todas las instancias públicas para seguir actuando con objeto 
de contrarrestar los muy perjudiciales efectos que ha ocasionado la pandemia en estos entornos y a 
implementar medidas efectivas para estimular la economía, apoyar la creación de empleo, así como la 
cobertura de las necesidades básicas de toda la ciudadanía.

Y, para ello, urge que nuestras Administraciones públicas mejoren la prestación de los servicios públicos 
que tienen encomendados, gestionando eficaz y eficientemente sus recursos a fin de garantizar, de forma 
efectiva, los derechos reconocidos a la ciudadanía en nuestro ordenamiento jurídico.

Además de estas quejas de la pandemia del Covid-19, ha seguido destacando el elevado número de 
las dirigidas a la Institución por demoras en la tramitación y resolución de todo tipo de expedientes 
administrativos, que siguen poniendo de manifiesto, frente al derecho que se garantiza a la ciudadanía 
a una buena administración por nuestro ordenamiento jurídico, la práctica, cada vez más frecuente, de 
“mala administración” que se ha instalado en nuestras Administraciones públicas y que también afecta al 
reconocimiento de prestaciones básicas de subsistencia, como son las pensiones no contributivas o el ingreso 
mínimo vital.

Junto a estas quejas, han continuado llegando a esta Defensoría en el año 2021 otras que siguen poniendo 
en cuestión la aplicación del principio de igualdad en el ámbito del empleo publico, sobre todo en lo que 
afecta al colectivo de personas con discapacidad, y las dificultades que tienen las Administraciones públicas 
para aplicar, en toda su extensión, las normas que garantizan el principio de igualdad de género en el caso de 
mujeres en situación de maternidad.

Destacar también, en este año, las quejas relacionadas con el acceso al empleo público, reconocimiento 
y ejercicio de derechos de los empleados públicos y la elaboración del Estudio Singular sobre “Agresiones 
al personal sanitario en su puesto de trabajo”, así como las relacionadas con el reconocimiento y abono de 
pensiones no contributivas y otras prestaciones de Seguridad Social.

1.5.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.5.2.1. Consecuencias de la pandemia de la Covid-19
Durante el año 2021 en el Área de Empleo Público, Trabajo y Seguridad Social han seguido presentándose 

numerosas quejas relacionadas con los efectos de la pandemia de la Covid-19.

En todos los casos que nos han sido planteados, la cuestión de fondo objeto de la queja está relacionada 
con el impacto que la situación de la pandemia ha tenido sobre los derechos de estas personas y que han 
afectado a todas las materias de este área temática.

Algunas de estas quejas afectaban al acceso al empleo público, como la queja 21/124 en la que se 
denunciaban las continuas suspensiones que han sufrido las distintas convocatorias para la celebración de 
las pruebas que integran la fase de oposición para el acceso a distintos cuerpos de empleados públicos de 
la Junta de Andalucía, solicitando nuestra mediación ante la Administración con el propósito de que dicha 
convocatoria quedara suspendida hasta que se alcanzara “la inmunidad de rebaño”.

Por el contrario, en la queja 21/1475 el interesado nos traslada su discrepancia con el hecho de que el 
Ayuntamiento de Córdoba no haya atendido su petición de acordar un aplazamiento para la celebración 
de la segunda prueba del proceso selectivo para el acceso al Cuerpo de Policías Locales, habida cuenta de 
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que a la fecha señalada para su celebración estaba guardando cuarentena como consecuencia de haber 
contraído su madre la Covid-19.

En ambos casos, las normas que resultan de aplicación, y que afectan a una pluralidad de personas con 
intereses contrapuestos, no contemplan todas las situaciones individuales que pudieran verse afectadas 
por estas circunstancias extraordinarias, estableciendo unos criterios generales de aplicación en estos 
casos para intentar no paralizar la actividad administrativa, razón por la que no se pudieron atender los 
supuestos de aplazamiento solicitados.

También han sido numerosas las quejas que planteaban pretensiones contrapuestas en relación con la 
inclusión en la bolsa de interinos de la Administración de la Junta de Andalucía de las personas que 
participaron en las convocatorias extraordinarias “exprés” de empleo público en dicha Administración, 
como consecuencia de la pandemia sanitaria.

En unos casos (queja 21/3007), consideraban ilegal dicha inclusión, ya que dichas convocatorias se habían 
realizado sin sujetarse a los principios constitucionales de acceso al empleo público, como había sido 
reconocido en sentencias judiciales que, finalmente, las anularon. En otros (queja 21/3106), las personas 
seleccionadas y que prestaron sus servicios denunciaban, por su parte, que no se les computara el tiempo 
trabajado en dicha Administración para su inclusión en la bolsa de empleo de personal interino de la misma.

Finalmente, la Administración de la Junta de Andalucía llevó a efecto sin dilación el fallo contenido en 
dichas sentencias, máxime por haber recaído en procedimientos especiales de protección de los derechos 
fundamentales, y que implicaban la exclusión de las personas seleccionadas en estas convocatorias de las 
diferentes bolsas de interinos al haber obtenido un nombramiento en base en una convocatoria anulada 
que impide la valoración de los servicios desarrollados a efectos de futuros procesos selectivos.

En materia de prevención de riesgos laborales también han sido numerosas las quejas que se han 
recibido por causas relacionadas con la pandemia. Entre éstas cabe destacar la queja 21/1433 en la que 
se denunciaba que no se realizaran pruebas al profesorado cuando se tiene alumnado positivo en las aulas, 
ya que según las normas de epidemiología únicamente las realizarán cuando se tenga síntomas de Covid. 
Efectivamente la Administración educativa, en estos casos, sigue las directrices de las autoridades sanitarias 
que son las competentes para determinar los protocolos a seguir en esta materia.

También en este ámbito hay que reseñar la queja 21/845 en la que se denunciaba la falta de apoyos 
para esta situación derivada de la pandemia en la especialidad de Pedagogía Terapéutica en aquellos 
centros educativos ordinarios en los que se supere un censo de alumnado de Necesidades Específicas 
de Apoyo Educativo (NEAE) de 15 alumnos, en contra de lo que se establece en los artículos 113 y 117 
de la Ley de Educación de Andalucía que, consideran los promotores de la queja es incumplido por la 
Administración educativa. Ante la respuesta recibida de la Consejería de Educación y Deporte ratificándose 
en el cumplimiento de las normativa que resulta de aplicación, se ha propuesto una mediación para resolver 
esta situación.

En el ámbito sanitario, hay que destacar la queja 21/4129 por la falta de vacunación del personal de 
enfermería contratado por el SAS que comenzó a trabajar en mayo de 2021 y la queja 21/4285 en la que se 
denunciaba que en el hospital Universitario de Puerto Real los contratos Covid, financiados con fondos de 
la Unión Europea, no se estaban cumpliendo con esta medida. En ambos casos, las personas promotoras 
de las quejas nos comunicaron que se estaban adoptando por el SAS las medidas correspondientes para 
solucionar esta situación, desistiendo de las mismas.

Por último, el bloque más numeroso de quejas por esta causa es el correspondiente a las materias de 
Fomento del Empleo y Seguridad Social. En materia de empleo la mayoría de quejas presentadas vienen 
motivadas por retrasos en la tramitación y aprobación de ERTE, así como en el pago de las correspondientes 
prestaciones de desempleo (queja 21/1073 y queja 21/1426), y denegación de prestaciones extraordinarias 
por Covid previstas en el Real Decreto-ley 2/2021 y de subvenciones a autónomos (queja 21/398 y queja 
21/3442).
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En materia de Seguridad Social destacar las quejas que planteaban la denegación de la prestación por 
incapacidad temporal por Covid al tener deudas con la Seguridad Social (queja 21/3795) y la que mostraba 
su disconformidad con el alta laboral (post Covid) dado por su Mutua (queja 21/6721).

En todos estos casos, al tratarse de quejas que afectaban a organismos de la Administración del Estado y 
de la Administración de la Seguridad Social, se remitieron al Defensor del Pueblo de las Cortes Generales, 
sin perjuicio de informar y orientar a los interesados sobre el asunto planteado en los casos en que procedía.

1.5.2.2. El derecho de la ciudadanía a una buena administración
En la gestión de quejas por parte del Área durante el año 2021 hay que destacar, una vez más, las numerosas 

quejas que nos han sido presentadas por las excesivas demoras en que incurren las Administraciones 
públicas andaluzas para la resolución de los procedimientos iniciados por las personas interesadas, que 
ven cómo se van retrasando sin justificación alguna.

La ciudadanía se sigue dirigiendo a esta Institución denunciando que, tras haber transcurrido un tiempo 
excesivo (meses e incluso años), los asuntos sobre los que tienen que decidir las Administraciones continúan 
sin resolverse, lo que les ocasiona un notable perjuicio al demorarse de forma desproporcionada e incluso 
abusiva, en ocasiones, la resolución de sus asuntos.

Esta injustificada inactividad o silencio de las Administraciones públicas andaluzas, además de suponer 
un reiterado incumplimiento de las normas legales y reglamentarias que están obligadas a observar, puede 
ocasionar, en muchos supuestos, un perjuicio concreto a la ciudadanía al tener que acudir a la vía judicial para 
el reconocimiento de sus derechos y pretensiones, con los consiguientes perjuicios que ello le comporta, 
incluso de índole económica, al tener que afrontar los gastos de asistencia jurídica.

En definitiva, tanto en materia de Empleo Público, como en la de Políticas Activas de Empleo y en la de 
Trabajo y Seguridad Social, el aspecto común más significativo que presentan las quejas que nos ha dirigido 
la ciudadanía durante el año 2021 sigue siendo las demoras en la resolución de sus asuntos por parte de 
las Administraciones pública. Esto afecta al derecho que tienen reconocido a una buena administración en 
contraposición a la práctica, cada vez más frecuente, de “mala administración” que se viene consolidando 
en éstas en relación con la resolución de los procedimientos administrativos en tiempo y forma.

1.5.2.3. Acceso y mantenimiento en el empleo público de las personas con 
discapacidad

El marco constitucional y estatutario compromete a los poderes públicos a hacer efectiva la igualdad de 
oportunidades e integración laboral de las personas con discapacidad en el ámbito público, proscribiendo 
cualquier tipo de discriminación y comprometiendo a las Administraciones públicas a adoptar medidas de 
acción positiva para garantizar estos principios en dicho ámbito.

Sin embargo, en las quejas tramitadas durante el año 2021, nos seguimos encontrando con que esas 
medidas de acción positiva que promueven estas normas para lograr la inclusión plena y efectiva de las 
personas con discapacidad en la sociedad en igualdad de condiciones con todas las demás, o directamente no 
se aplican aduciendo artificiosas complejidades jurídicas, o bien se excluyen por una inadecuada aplicación 
del principio de igualdad que rige en esta materia y que olvida que, como ha puesto reiteradamente de 
manifiesto la doctrina del Tribunal Constitucional, la aplicación de estas medidas promocionales de la 
igualdad de oportunidades tienden a hacer efectivo el mandato constitucional de procurar la igualdad 
sustancial de todas las personas.

Entre las intervenciones desarrolladas por el Defensor del Pueblo Andaluz en el año 2021 para la defensa 
del derecho de acceso al empleo público de las personas con discapacidad, cabe destacar las siguientes:

La correspondiente a la queja 20/4414, en la que se denunciaba que la Universidad de Cádiz no respetaba 
los cupos legales de reserva de personas con discapacidad en el acceso a la condición de personal 
docente e investigador. Y en la que, tras la preceptiva tramitación, se formuló finalmente Resolución a 
dicha Universidad recomendándole que, en el marco de las Recomendaciones formuladas por el Defensor 
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